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			A Boris, materia de esto que soy. Porque sin su ayuda, sus ojos y
 cariño, que me sostienen, no habría sido posible esta investigación.






			A Martha Alicia, por toda su paciencia y cariño irrenunciable, que
 no han dejado de ser luz y faro en este andar. Porque sus amorosos
 cuidados me sostuvieron en la prisión de Puente Grande.






			A la memoria de Dany Mesino, editor y amigo que
 nos sacudió tanto con su vida como con su muerte.































			Prólogo






			Esta no es una historia más de narcotráfico. Se trata de la más vergonzosa de las historias de corrupción nacidas en el seno del Estado mexicano, que terminó asentada en el fondo del mundo del narcotráfico. Es la historia contemporánea delictiva que más ha dolido a toda la nación mexicana, por la forma abyecta en que el interés particular de un hombre, el del secretario de Seguridad Pública, Genaro García Luna, se antepuso al interés nacional y terminó por colocar al Estado mexicano como custodio, garante y protector de los principales grupos del narcotráfico.






			Esta es la historia de Genaro García Luna y su desmedida ambición de dinero y poder, la que surgió al codearse con la clase política, la clase empresarial y la clase delictiva, los tres poderes fácticos que nunca deberían siquiera rozarse en el ámbito nacional. Esta historia desentraña la forma en que García Luna conjugó los intereses de esos tres sectores de poder, a sabiendas que del mínimo contacto de dos o más de estas clases siempre, innegablemente, resulta un ente que termina por arrodillar al Estado, en cualquiera de sus tres representaciones básicas, el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Poder Judicial.






			Por atender solo a su desmedida ambición, García Luna quebró al Estado mexicano. Eso se explica en este texto. Aquí se exponen elementos de prueba para entender cómo la proximidad y conexión de Genaro García Luna con la clase política, la clase empresarial y la clase delictiva finalmente sirvieron a sus causas personales y pudo tomar como rehén al régimen político en turno. Un régimen que no hizo otra cosa que entregar toda la fuerza del Estado al servicio de protección de los grupos delictivos. Esta es una historia de la más vulgar de las ambiciones de Genaro García Luna, pero también es una revisión histórica del papel de cómplice o pelele que jugó el entonces presidente de México, Felipe Calderón Hinojosa, quien aún no ha sido tocado por la justicia mexicana o estadounidense, pero que tarde o temprano llegará a rendir cuentas sobre su participación en la relación de hechos que —desde el punto de vista periodístico— aquí se explican y se acreditan.






			La corrupción de Genaro García Luna no puede entenderse sin la complicidad del entonces presidente Felipe Calderón y de algunos círculos de mando dentro de las fuerzas federales de seguridad, incrustados dentro de la Secretaría de Marina (Semar) o dentro de la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena). De eso trata este trabajo de investigación. Aquí se exponen datos fríos, testimonios criminales, documentos de archivos sepultados en los anales del burocratismo, versiones contenidas en carpetas de investigación de la Administración para el Control de Drogas (DEA, por sus siglas en inglés), pero sobre todo la clarificación de la historia, lograda con la versión de criminales desde el interior de algunas cárceles mexicanas, o a través de versiones emitidas por agentes en retiro y en activo del que fue y es el alma del espionaje mexicano, el Centro de Investigación y Seguridad Nacional (Cisen), ahora convertido en el Centro Nacional de Inteligencia (CNI).






			Por el solo hecho de ser un texto periodístico, a lo largo de las narraciones aquí contenidas no se da cabida a la suposición ni se le da rienda suelta a la imaginación. A lo largo del texto hay una sólida responsabilidad con la historia y con el lector. Cada oración, cada idea, cada exposición lógica construida a lo largo de este trabajo se encuentran sustentadas en documentos y/o pruebas testimoniales. Esa es la esencia del periodismo. Esa es la base de este trabajo informativo que tiene como objetivo la búsqueda de la verdad sobre García Luna, Calderón y el narco. Aquí —en forma lineal—, a manera de crónica, a veces de gran reportaje, se escudriña en el pasado inmediato y tan remoto como sea necesario para, junto al lector, construir el andamiaje histórico que permita comprender de manera más precisa esta historia de corrupción, narrada de principio a fin. Pocas veces, en el mundo del narcotráfico, observado desde el plano periodístico, se puede dar cuenta de historias concluidas y cerradas de cabo a rabo. Esta, la historia de García Luna plasmada en este texto, que se puede sorber de un solo jalón, es una de esas historias, raras por lo voluntarioso del destino pero diáfanas por la contemporaneidad de los hechos, que se pueden considerar como historias que se leen de principio a fin en una sola revisión.






			Sí. La historia de corrupción y narcotráfico que ahora está en tus manos, amable lector, es una historia que no deja nada a dudas. Aquí comienza y aquí termina todo lo que se narra. Es un paso a paso por la vida pública del que fuera secretario de Seguridad Pública en la administración de Felipe Calderón. Es un post mortem del desempeño oficial de Genaro García Luna, que inició en su no lejana juventud como inexperto agente del Cisen y estudiante de la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM) en la Ciudad de México, infiltrando la génesis del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), hasta convertirse, en días recientes, en un burdo narcotraficante sentenciado a 460 meses de prisión.






			En este trabajo informativo se expone de cuerpo completo a Genaro García Luna, un hombre —así calificado por el juez estadounidense Brian M. Cogan— que en nada es distinto a lo criminal que en su momento fue Joaquín Guzmán Loera, el Chapo, solo que su nivel de criminalidad lo pudo disimular, lo que lo convirtió en un personaje doblemente peligroso. García Luna pudo engañar a todos, narcotraficó mientras fingía proteger a la sociedad, solo por atender el llamado interno de su ambición por el dinero. Se hizo pasar por policía, cuando era no uno más, sino cabeza de grupos de narcotraficantes, y dispuso de la fuerza del Estado mexicano para ponerla al servicio de la protección de los grupos delictivos que desde hace ya más de 40 años mantienen como rehén a toda la sociedad mexicana.






			El Licenciado, el nombre clave que se le asignó a García Luna desde que inició su sociedad con los principales grupos del narcotráfico, integrados dentro del Cártel de Sinaloa, logró una gran responsabilidad histórica en la evolución y crecimiento de los grupos delictivos y sus cabezas más visibles. Sin su colaboración, nunca se habrían empoderado criminales de la talla de Joaquín Guzmán Loera, el Chapo; Ismael Zambada García, el Mayo; Jesús Reynaldo Zambada García, el Rey; Nazario Moreno González, el Chayo; Nemesio Oseguera Cervantes, el Mencho; Servando Gómez Martínez, la Tuta; Arturo Beltrán Leyva, el Barbas; Alfredo Beltrán Leyva, el Mochomo; Héctor Beltrán Leyva, el H; entre otro medio centenar de narcotraficantes que durante los sexenios de Ernesto Zedillo, Vicente Fox, Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto se convirtieron en los amos de México, por el solo hecho de haber estado bajo la protección del hombre fuerte de la seguridad, Genaro García Luna, un hombre que más pronto que tarde cerró su ciclo delictivo como efecto de la acción de la justicia estadounidense.






			La historia del Licenciado Genaro García Luna, ya está concluida. Esta historia no puede tener un final alternativo a lo que ya se ha visto tras la sentencia dictada y las rejas metálicas cerrándose a las espaldas de este narcotraficante. García Luna terminará los días de su vida en una celda de dos metros de ancho por tres metros de largo, con luz artificial las 24 horas del día. Disciplinado por sus custodios. Despertándose y levantándose del camastro a la hora que se lo indiquen. Comiendo lo que sea que le vacíen sobre la metálica charola. Bañándose en cinco minutos, bajo la mirada de un custodio, en una regadera que en tiempo de frío dará agua helada y en época de calor servirá agua hirviendo, igual que muchos inocentes que fueron encarcelados en México por su instrucción, solo para elevar las cifras de presos y pretender fundamentar su mentira llamada la guerra contra el narco.






			A García Luna le puede esperar cualquier tipo de suerte a lo largo de los próximos más de 38 años de prisión que se le han dictado. Puede resistir y salir de la cárcel convertido en un anciano o puede optar por la salida fácil, y no precisamente la que significa ser un testigo protegido del gobierno estadounidense para indiciar a otros miembros de la delincuencia institucional mexicana, de aquellos que amparados en el poder político se han tirado a los brazos de la delincuencia solo para satisfacer sus ambiciones vulgares del amasamiento del dinero. Cualquiera de esas dos opciones puede ser la conclusión de García Luna. Pero su historia criminal ya está sellada. Pasó de ser uno de los hombres más poderosos de la seguridad nacional y pública de México a convertirse en un convicto que ahora llora al término de sus llamadas telefónicas.






			El cierre de ciclo de García Luna, del que solo él era el único que pensaba que no podría terminar como ahora es: en una cárcel de máxima seguridad en Estados Unidos, llegó tras casi cinco años de prisión. El gobierno estadounidense fue el que lo encontró culpable de narcotráfico. Una acusación que en México, por lo corrupto del régimen y la impunidad que brinda el sistema a los suyos, nunca se pudo siquiera contener dentro de una carpeta de investigación. La sentencia con la que se selló el destino de García Luna llegó luego de que su juicio fue pospuesto tres veces para su desarrollo y cinco veces para su sentencia.






			Hoy no hay duda. Primero —durante los últimos años del sexenio de Carlos Salinas de Gortari— siendo agente de campo del Cisen, después —en el sexenio de Ernesto Zedillo— estando a cargo de la dirección del Cisen, luego —en el gobierno de Vicente Fox— como titular de la Agencia Federal de Investigaciones (AFI) de la Procuraduría General de la República (PGR), y ya en la cúspide del poder —durante el sexenio de Felipe Calderón— siendo secretario de Seguridad Pública, siempre García Luna estuvo en el desempeño de sus encargos públicos bajo el principio de un beneficio personal. Al menos la evidencia indica que a García Luna nunca le interesó el servicio a los demás, mucho menos trabajar para ese ente etéreo que muchos le llaman patria.






			La génesis del mal de García Luna no fue fortuita. No fue por generación espontánea. Para entender su historia tenemos que revisar el pasado inmediato, no el pasado de la vida de Genaro García Luna, sino más bien el pasado de los intereses y las ambiciones de los grupos del narco que terminaron siendo los aliados del Licenciado. El origen del mal que terminó engendrándose en la persona de Genaro García Luna fue alentado por un factor y tres actores. El factor fue la corrupción. Los actores fueron los narcotraficantes Ismael Zambada García y Arturo Beltrán Leyva, así como el que fuera presidente de México, Felipe Calderón Hinojosa, a quien desde este texto se considera el factor principal para la creación del animal del narco en que se convirtió a Genaro García Luna.






			Cuando el que esto escribe estuvo en prisión, en la cárcel federal de Puente Grande, a donde fue llevado como parte de una venganza del presidente Felipe Calderón, por los cuestionamientos que públicamente, desde el periodismo, se le hicieron sobre la relación de su hermana Luisa María Calderón Hinojosa con el narcotraficante jefe del Cártel de los Caballeros Templarios, Servando Gómez Martínez, la Tuta allí en prisión, de voz de Sergio Enrique Villarreal Barragán, el Grande, supo sobre las relaciones que Genaro García Luna, entonces secretario de Seguridad Pública, mantenía con los diversos grupos del narcotráfico.






			Los testimonios de diversos narcotraficantes, entre ellos también Alfredo Beltrán Leyva, el Mochomo, deposados en pláticas informales en los pasillos de la cárcel federal de Puente Grande, en Jalisco, dan soporte al hilvanado de la historia criminal de García Luna que se expone en este trabajo. Uno de esos testimonios vertido por el Grande refiere cómo influyó el narco para que Genaro García Luna fuera designado por Felipe Calderón, entonces presidente electo, como secretario de Seguridad Pública. Aquí la versión narrada en prisión:






			El sol ya se había ocultado. El aire fresco de mediados de septiembre comenzaba a soplar sobre las casas de la colonia Las Quintas. Un convoy, rechinando a toda velocidad, desperezó la mansa calma de esa tarde de Culiacán. El primero en descender de una camioneta fue Sergio Enrique Villarreal Barragán, alias el Grande, jefe de escoltas de Arturo Beltrán Leyva, el Barbas. Después, rodeado de media docena de hombres armados, el Barbas se apeó.






			Era 2006. La alianza entre los cárteles de Sinaloa y de los hermanos Beltrán Leyva vivía sus mejores momentos. Ninguna de las cúpulas de estas dos organizaciones criminales hacía movimientos de importancia sin antes consultarlos con la otra parte. Esa era la fórmula que hasta ese momento les había dado la posibilidad de mantener la preponderancia en el tráfico de drogas. Era la base que había permitido que La Gerencia —como se conocía a la alianza de estos dos cárteles— fuera la organización criminal más importante de México.






			El Barbas —según contó en prisión Sergio Enrique Villarreal—, viendo a todos lados, cruzó de prisa la calle. No hubo necesidad de tocar. La puerta de la casa donde sería la reunión estaba abierta. Dentro, como si fuera el cliché de una película de narcos que tanto gustan a Hollywood, Ismael Zambada García, el Mayo, esperaba sentado sobre un mullido sofá de piel, rodeado por tres de sus escoltas. Una sonrisa, un apretón de manos y la entrega de una botella de Buchanan’s y un vaso para que se sirviera fue el saludo con que recibió al Barbas.






			La reunión entre ambos había sido convocada por Ismael Zambada. El objetivo, que hizo desplazar a Arturo Beltrán Leyva desde Cuernavaca hasta Culiacán en un vuelo en avioneta de más de tres horas, era establecer el acuerdo y las formas en que La Gerencia impulsaría la postulación de Genaro García Luna para ser el nuevo secretario de Seguridad Pública en la administración del presidente Felipe Calderón, que estaba por comenzar.






			Genaro García Luna, el Licenciado, como se le llamaba dentro de los cárteles de Sinaloa y de los hermanos Beltrán Leyva, era un viejo conocido del Barbas y del Mayo. Desde que fue coordinador general de Inteligencia de la Policía Federal Preventiva, en el inicio del gobierno del presidente Vicente Fox, García Luna había prestado ya algunos servicios a La Gerencia. El más importante había sido facilitar la fuga de Joaquín Guzmán Loera, el Chapo, de la prisión federal de Puente Grande, en Jalisco.






			El Barbas se acomodó frente a Zambada. Transcurrieron unos minutos antes de que comenzara el diálogo. En la antesala de cualquier negociación de importancia era costumbre de Arturo Beltrán, casi una especie de mantra o superstición, primero beber unos tragos en silencio. El Barbas paladeó el whisky con hielo, que miró abstraído en el fondo del vaso que sostenía entre las manos. Con la mirada —contó el Grande—, el Barbas ordenó a sus hombres que lo dejaran solo. Únicamente, como también era su costumbre, le pidió a su jefe de escoltas permanecer en la sala. Ismael Zambada hizo lo propio. Solo se quedó su jefe de seguridad, Manuel Tafolla, el Meño.






			De los cuatro, nada más los dos principales tenían derecho a la palabra. “Los escoltas éramos de palo; solo estábamos para servir de meseros y confidentes”, referiría el Grande años después, hacia finales del 2010, dentro de las mazmorras de la cárcel de Puente Grande, donde deleitaba a la concurrencia de presos que escuchábamos desde nuestras celdas sus historias nutridas de detalles, y donde desgranó la historia —entre otras— de cómo operó La Gerencia para colocar a García Luna como secretario de Seguridad Pública.






			Tras terminar su primer vaso de whisky, el Barbas centró su atención en su interlocutor. No hubo necesidad de antecedentes, ya habían sido hablados por teléfono. Fue directo al grano. Le preguntó a Ismael Zambada cuál sería la estrategia para influir en el entonces presidente electo Felipe Calderón, con el fin de que se decidiera por el Licenciado para dejarlo al frente de la seguridad pública del país, tal como convenía a La Gerencia. Ismael sonrió y le contestó: “El dinero”.






			El soborno era un camino que ya tenía bien andado el jefe conjunto del Cártel de Sinaloa. Y el antecedente con García Luna ya lo había establecido Jesús Zambada García, alias el Rey, hermano del Mayo, quien por instrucciones de este había contactado al Licenciado para pagar varios millones de dólares a cambio de posibilitar la primera fuga de Joaquín Guzmán Loera.






			El Barbas también sabía de la proclividad de Genaro García Luna al soborno. Él mismo había hecho llegar algunos pagos al Licenciado, con la ayuda del abogado Óscar Paredes, para obtener información sobre las averiguaciones previas que se emitían desde la entonces Procuraduría General de la República y que involucraban a miembros de su cártel.






			Sin embargo, ahora no se trataba de sobornar a García Luna, sino al propio presidente de la República, para que accediera a las ambiciosas intenciones de La Gerencia de tener un secretario de Seguridad Pública a modo. El Barbas y el Mayo estaban tocando a la puerta de la historia, intentando llegar hasta donde ningún otro narcotraficante en México había podido: corromper el poder presidencial.






			—¿Y cómo vamos hacer para llegar hasta el presidente? —inquirió el Barbas, consciente de que el dinero necesario para la encomienda era lo de menos.






			El Mayo no borraba la sonrisa de su rostro. Se dio tiempo de servirse otro trago antes de contestar.






			—Allí está la respuesta —dijo, mirando fijamente a Sergio Enrique Villarreal, que permanecía sentado en una esquina de la sala y que fue sorprendido mientras encendía un cigarro Marlboro.






			El Barbas volteó a ver a su jefe de escoltas y también se le iluminó el rostro. Eso le daba confianza. Si de algo presumía Arturo Beltrán, era de su desconfianza. En todos los acuerdos que estableció con el Cártel de Sinaloa siempre buscó mantener el control de las operaciones, y para ello invariablemente exigía la intervención del hombre en quien depositaba toda su escasa confianza, incluso su misma vida. Por eso se sintió tranquilo ante aquella posibilidad.






			—Él nos va acercar con el presidente Calderón —sentenció el Mayo—. En nuestro amigo va a recaer la responsabilidad para que el Licenciado sea el secretario de Seguridad Pública, cueste lo que cueste.






			A la luz de los años que pasaron desde aquel momento, el Grande comentaría dentro de la cárcel de Puente Grande que en un principio se sintió desconcertado por la encomienda. “Ni puta idea tenía cómo era que el Mayo quería que yo me acercara al presidente de la República, para llevarlo a designar a uno de los miembros más importantes del gabinete”. Luego todo cobró sentido. El Mayo siempre ha sido de pocas palabras, pero de ideas concretas.






			Con la atención del Barbas y del Grande puesta en él, el Mayo expuso su plan. Fue directo. Les explicó que el círculo del presidente Calderón era reducido, pero que quienes estaban dentro de él ejercían un alto grado de influencia sobre sus decisiones políticas. Después mencionó a uno de los hombres más cercanos a Felipe Calderón: Guillermo Anaya Llamas.






			“Cuando el Mayo mencionó el nombre de mi pariente —narraría en prisión Sergio Villarreal—, todo tuvo sentido; Guillermo Anaya era cuñado de mi hermano Adolfo [Hernán]. Desde que él fue presidente municipal de Torreón trabamos buena amistad, por eso nos decíamos parientes”. Fue entonces cuando el Grande se dio cuenta de que la encomienda de llegar al presidente de México sería algo menos que fácil, con toda la posibilidad de éxito.






			Ni Arturo Beltrán ni mucho menos Sergio Villarreal pusieron objeción a la propuesta del Mayo. Menos aun cuando Ismael Zambada dijo que no escatimarían en dinero y que el Grande contaba con todo el apoyo de recursos y logística para abocarse a esa tarea. Sugirió que el contacto con el presidente Calderón se diera a la mayor brevedad.






			La reunión de Culiacán entre Arturo Beltrán e Ismael Zambada, de la cual Sergio Enrique Villarreal salió con la mayor encomienda criminal que hubiera recibido hasta entonces, no duró más de media hora. Como colofón del encuentro, el Barbas sirvió un vaso de whisky y lo llevó hasta la esquina donde estaba el Grande. Se lo entregó en la mano. Los tres brindaron por el éxito del proyecto y la segura posibilidad de llevar a García Luna a la Secretaría de Seguridad Pública (SSP).






			La despedida fue efusiva, relató el Grande. Arturo Beltrán e Ismael Zambada se abrazaron. Se desearon suerte. En un acto que el Grande nunca había visto en la parca personalidad de Ismael Zambada, este lo abrazó también. Le encargó resultados lo más antes posible y signó su confianza con dos manotazos suaves que le dio a Sergio Villarreal sobre el cachete izquierdo.






			Con la misma fiereza con que había llegado, el convoy de Arturo Beltrán se retiró de la casa de seguridad del Mayo, en la colonia Las Quintas. Enfiló hacia el aeropuerto de Culiacán. No hubo diálogos dentro de la camioneta en la que viajaban el Grande y su patrón. Todo estaba dicho. Desde ese momento, ayudar a Genaro García Luna a escalar en su carrera política fue la prioridad de Sergio Enrique Villarreal Barragán, como emisario de los cárteles de los hermanos Beltrán Leyva y de Sinaloa.






			Esa misma noche, el Grande planeó el acercamiento formal con Felipe Calderón. Mientras el convoy circulaba a gran velocidad sobre el bulevar Emiliano Zapata, con dirección al aeropuerto de Culiacán, el Grande llamó a su pariente Guillermo Anaya, que entonces ya era senador de la República por el Partido Acción Nacional (PAN). Le dijo que necesitaba reunirse con el presidente Calderón. La llamada no pudo ser más oportuna: Guillermo Anaya y su esposa, María Teresa Aguirre Gaytán, estaban organizando la fiesta de bautizo de su hija, cuyos padrinos serían Felipe Calderón y Margarita Zavala.






			El evento tendría lugar en menos de 10 días, el 25 de septiembre, en la parroquia de la Encarnación, en la ciudad de Torreón. En esa llamada, Guillermo Anaya invitó al Grande a la recepción que se ofrecería después del acto sacramental. Ahí tendría la posibilidad de hablar con el entonces presidente electo Felipe Calderón y con ello cambiar la historia de la relación del narco con el gobierno federal.






			Sergio Villarreal relataría más adelante que, tras la llamada con su pariente, no pudo menos que sentir una gran satisfacción. Apenas cortó la comunicación, con la certeza de que nunca había fallado en ninguna de sus encomiendas, buscó la mirada de Arturo Beltrán para hacerlo partícipe de su logro.






			—Ya estuvo, jefe —le dijo para su propia tranquilidad—. Voy a ver al presidente en unos días. Ya puede dar por un hecho que el Licenciado será nuestro secretario de Seguridad Pública.






			El Barbas se limitó a sonreír. La rueda de la historia había comenzado a rodar.






			Ese fue el origen del mal. Así fue como, aun sin saberlo García Luna, el narco lo recomendó para el cargo de secretario de Seguridad Pública, un cargo en el que pagaría con favores cada uno de los millones de dólares que en sobornos se le entregaron a Felipe Calderón para que designara a un viejo amigo del narco en el máximo cargo de vigilancia y custodia de la seguridad pública. Con esa designación también se esclarecería la historia nacional de complicidades entre el Estado mexicano y el narco.






			Antes de que Genaro García Luna fuera detenido en diciembre de 2019 por el gobierno de Estados Unidos, las historias en torno a la colusión del gobierno federal de México con los cárteles de las drogas para permitir el libre trasiego se consideraban mitos e incluso conspiraciones. Ni la detención ni el encarcelamiento de cinco gobernadores vinculados al narcotráfico, ni el procesamiento de otros 12 en los últimos siete años anterior a la detención, daban la certeza de que existiera una federación que agrupaba a los señores de las drogas: una hipótesis que plantearon, a costa de su integridad física, algunos periodistas.






			Sin embargo, la captura de García Luna, el otrora poderoso subdirector del Cisen en el gobierno de Vicente Fox Quesada, y titular de la SSP en el de Felipe Calderón Hinojosa, habla de otra realidad: una verdad que, aunque ya se sospechaba, es difícil de entender por su crueldad. Su detención corrió el telón del teatro político de lo absurdo: dejó al descubierto el surrealismo mexicano, propio de una novela negra donde el culpable del asesinato es el mayordomo, la figura apacible y silenciosa que se mueve en el escenario del crimen sin ninguna sospecha, porque es el encargado de cuidar la casa.






			El señalamiento formal del gobierno estadounidense, fincado en la declaración del narcotraficante Jesús Zambada García, alias el Rey, revela que el Licenciado —conocido de esa manera García Luna entre diversos jefes de los cárteles de las drogas— recibió entre 2005 y 2007 sobornos por al menos ocho millones de dólares a cambio de permitir la libre operación de los cárteles de Sinaloa, de los Dámaso y de los hermanos Beltrán Leyva. Esto no solo sacudió al sistema político mexicano, sino también acrecentó la animadversión hacia la clase gobernante, un sentimiento cada vez más arraigado en la hastiada sociedad mexicana, que dejó de confiar en la clase política.






			La duda fundada de los mexicanos acerca del comportamiento privado de sus gobernantes, principalmente por sus nexos con grupos del narcotráfico, no ha sido fortuita. Los casos de procesamiento judicial de los exgobernadores —Jorge Torres López, de Coahuila; Eugenio Hernández Flores y Tomás Yarrington Ruvalcaba, de Tamaulipas; Jesús Reyna García, de Michoacán, y Mario Villanueva Madrid, de Quintana Roo—, todos acusados de permitir la operación de cárteles en sus estados durante sus gobiernos, ya apuntaba hacia la insolvencia moral del sistema político. Aun así, todavía se dudaba, en un dejo de esperanza ciega, de la infiltración del narco en las estructuras del gobierno federal.






			La sociedad mexicana tampoco terminó por convencerse del grado de infiltración del crimen organizado pese a las sospechas de enriquecimiento ilícito y lavado de dinero que llevaron al encarcelamiento de una larga lista de otros exgobernadores, señalados de alta corrupción: Roberto Borges Angulo, de Quintana Roo; Javier Duarte de Ochoa y Flavino Ríos Alvarado, de Veracruz; Guillermo Padrés Elías, de Sonora; Andrés Granier Melo, de Tabasco, o de Luis Armando Reynoso Femat, de Aguascalientes. O bien, los procesos penales iniciados contra Roberto Sandoval Castañeda, de Nayarit; César Duarte Jáquez, de Chihuahua; Rodrigo Medina de la Cruz, de Nuevo León; Fidel Herrera Beltrán, de Veracruz; Miguel Alejandro Alonso Reyes, de Zacatecas, o Fausto Vallejo Figueroa, de Michoacán.






			Hasta entonces se suponía que el cáncer de la corrupción únicamente había tocado las estructuras de los gobiernos estatales y locales. Al menos así lo referían las detenciones de 16 alcaldes ocurridas durante el sexenio de Enrique Peña Nieto, los cuales fueron encarcelados por la presunción de sus nexos con células del crimen organizado y de los cárteles de las drogas: Érick Ulises Ramírez Crespo y César Miguel Peñaloza Santana, de Cocula, Guerrero; Juan Mendoza Acosta, de San Miguel Totolapan, Guerrero; José Luis Abarca, de Iguala, Guerrero; Salma Karrum Cervantes, de Pátzcuaro (fallecida en prisión), Michoacán; Dalia Santana Pineda, de Huetamo, Michoacán; Arquímedes Oseguera, de Lázaro Cárdenas, Michoacán; Jesús Cruz Valencia, de Aguililla, Michoacán; Enrique Alonso Plascencia, de Tlaquiltenango, Morelos; Uriel Chávez Mendoza, de Apatzingán, Michoacán; José Luis Madrigal, de Numarán, Michoacán; Juan Hernández Ramírez, de Aquila, Michoacán; Francisco Flores Mezano, de Tancoco, Veracruz; Feliciano Álvarez Mesino, de Cuetzala del Progreso, Guerrero; Ricardo Gallardo Cardona, de Soledad de Graciano Sánchez, hoy gobernador de San Luis Potosí, y Enoc Díaz Pérez, de Pueblo Nuevo Solistahuacán, Chiapas.






			Con todo, quedaba el resquicio de la duda de que la estructura federal del gobierno no hubiese sido tocada por el perverso amo del dinero del crimen organizado. Pero la realidad salió a flote con las declaraciones de los narcotraficantes Alexander Hildebrando Cifuentes Villa, Jesús Zambada García, el Rey, y Vicente Zambada Niebla, el Vicentillo, quienes deposaron en una corte de Nueva York durante el desahogo del juicio a Joaquín Guzmán Loera, el Chapo (que se llevó a cabo del 13 de noviembre de 2018 al 17 de julio de 2019 y en el cual se le condenó a cadena perpetua más 30 años adicionales). Con esto se confirmó la sospecha.






			Durante el juicio del Chapo, los narcotraficantes Alexander Hildebrando Cifuentes Villa, Jesús Zambada García, el Rey, y Vicente Zambada Niebla, el Vicentillo, mencionaron los nombres de los expresidentes Enrique Peña Nieto y Felipe Calderón Hinojosa; del exsecretario de Seguridad Pública, Genaro García Luna; del subsecretario de Seguridad Pública de la Ciudad de México, en el gobierno de Andrés Manuel López Obrador, Gabriel Regino García; de un alto mando militar señalado como “un general de la nación”, refiriéndose al general Salvador Cienfuegos Cepeda, titular de la Sedena en el gobierno de Enrique Peña Nieto, y de los generales Roberto Miranda y Humberto Eduardo Antimo Miranda, así como el coronel Marco Antonio León Adams, también cercanos en su momento al presidente Enrique Peña Nieto.






			A los ocho exfuncionarios mencionados por los narcotraficantes testigos en el juicio del Chapo, de los que seis eran del máximo rango gubernamental en el país, se les acusó —como se señala enseguida—, por parte de Alexander Hildebrando Cifuentes Villa, Jesús Zambada García y Vicente Zambada Niebla, de recibir millones de dólares para hacerse de la “vista gorda” ante las operaciones de los cárteles encabezados por Joaquín Guzmán Loera, el Chapo, y Alfredo Beltrán Leyva, el Mochomo; del penalista Gabriel Regino, un hombre muy cercano al presidente Andrés Manuel López Obrador, se dijo —por parte de Jesús Zambada García, el Rey— que fue sobornado “con algunos millones de dólares” con el fin de permitir el libre trasiego de drogas en la Ciudad de México; del “general de la nación”, el general Salvador Cienfuegos Cepeda, cuyo nombre no fue revelado púbicamente durante el juicio pero que sí está contenido en carpetas de investigación, se dijo que era atendido con fiestas particulares por la emisaria del Cártel de Sinaloa, Andrea Vélez Fernández, quien por instrucción del Chapo le ofreció 10 millones de dólares, versión que sostuvo el narcotraficante colombiano Alexander Hildebrando Cifuentes Villa.






			Cifuentes Villa, que trabajó para el Chapo entre 2007 y 2013, también manifestó en el juicio del Chapo que Peña Nieto, en su calidad de recién nombrado presidente electo en 2012, habría recibido al menos 100 millones de dólares de parte del Chapo en una negociación en la que pretendía un cobro de 250 millones de dólares. A cambio, agregó el colombiano, ofreció omitir durante su administración cualquier captura del capo sinaloense.






			Esta versión, la de los sobornos entregados al candidato priista Enrique Peña Nieto por parte del Cártel de Sinaloa, es coyuntural. Sobre dichos sobornos Dámaso López Serrano, el Mini Lic, ha dicho en versiones testimoniales emitidas ante la Fiscalía General de Estados Unidos que la fracción del Cártel de Sinaloa a cargo de Joaquín Guzmán Loera y sus hijos Ovidio y Joaquín Guzmán López, así como Jesús Alfredo e Iván Archivaldo Guzmán Salazar, conocidos como los Chapitos, no solo financiaron la campaña de Enrique Peña Nieto en 2012. En ese mismo año, por iniciativa de los Chapitos, esa fracción del Cártel de Sinaloa destinó también fondos a la campaña de Andrés Manuel López Obrador. De acuerdo con la versión del Mini Lic, el Chapo siempre estuvo en la disposición de financiar las campañas de los candidatos presidenciales priistas, pero sus hijos, principalmente Ovidio y Joaquín, siempre se inclinaron, en las elecciones federales de 2012 y en 2018, por apoyar económicamente a la candidatura de Andrés Manuel López Obrador.






			La versión de la entrega de millones de dólares al entonces presidente Calderón Hinojosa por parte del Cártel de Sinaloa se sostuvo en los alegatos de defensa del abogado Jeffrey Lichtman, quien —tal vez en una estrategia legal— responsabilizó del hecho al narcotraficante Ismael Zambada García, el Mayo, a quien señaló como el verdadero jefe del cártel. El abogado argumentó, además, que el monto de sobornos que habría dado el Mayo a Calderón Hinojosa puso a disposición del cártel a toda la estructura policial y militar, a tal grado que —según Lichtman— “el Mayo puede lograr que la gente sea arrestada y que el ejército y la policía de México maten a quien él quiera”.






			Por su parte, en el testimonio del Vicentillo se consignó que el Cártel de Sinaloa llegó a tener contacto y comunicación con el general Roberto Miranda, jefe del Estado Mayor Presidencial en el sexenio de Ernesto Zedillo Ponce de León. El contacto habría ocurrido en 1997, derivado del temor del Mayo ante la instrucción oficial de congelar por lo menos cinco de las empresas operadas por su familia, las cuales ya investigaba por lavado de dinero la Oficina de Control de Bienes de Extranjeros (OFAC, por sus siglas en inglés) del Departamento del Tesoro de Estados Unidos.






			A pesar del señalamiento del gobierno estadounidense, las empresas de la familia Zambada se volvieron intocables para el gobierno de Zedillo Ponce de León, protección que se extendió hasta el sexenio de Fox Quesada gracias a la presunta intervención del general Miranda. No fue sino hasta 2007, ya en el gobierno de Calderón Hinojosa, cuando el Departamento del Tesoro boletinó oficialmente las siguientes empresas asociadas al imperio de Zambada García: Multiservicios Jeviz, S. A. de C. V.; Gasolinera Rosario, S. A.; Nueva Industria de Ganaderos de Culiacán, S. A. de C. V. (Lechería Santa Mónica); Establo Puerto Rico, S. A. de C. V., y Jamaro Constructores, S. A. de C. V.






			El Vicentillo, además, puso al descubierto una reunión con el general Humberto Eduardo Antimo Miranda, efectuada en 2007 en la Ciudad de México, cuya finalidad era que el entonces oficial mayor de la Sedena brindara información de inteligencia sobre los movimientos de las organizaciones enemigas del Cártel de Sinaloa. Se trataba de las actividades de los cárteles de Los Zetas, de los hermanos Arellano Félix y de los hermanos Beltrán Leyva, quienes buscaban asesinar a Guzmán Loera y Zambada García. A cambio de la información filtrada, se acordó un pago mensual de 50 mil dólares. Un año después del encuentro, el general Antimo Miranda se jubiló y dejó el cargo.






			De acuerdo con el Vicentillo, en la lista de funcionarios de la Sedena que recibían pagos por parte del Cártel de Sinaloa también estaba el coronel Marco Antonio León Adams, aunque no se precisó el monto. Sin embargo, sí se estableció que el también jefe de escoltas del presidente Fox Quesada se reunió de manera frecuente con el Mayo entre 2001 y 2006, con el objetivo de filtrarle información sobre la Estrategia Nacional de Seguridad. Esta fue fundamental para que el Chapo se mantuviera a salvo de una recaptura tras fugarse, en enero de 2001, del penal federal de Puente Grande.






			Como ya se mencionó, durante el juicio del Chapo, hasta ahora la mayor ventana para asomarse a esa corrupción que se creía inexistente en las estructuras del gobierno federal, por lo menos en relación con el narcotráfico, también surgió el nombre de Genaro García Luna. Según la testimonial del Rey, el exsecretario de Seguridad Pública recibió pagos millonarios, por lo menos en dos ocasiones, de lo cual fue testigo un abogado de nombre Óscar Paredes; el primero de los sobornos, por un monto de tres millones de dólares, tuvo lugar en 2005, cuando García Luna era aún el coordinador general de la AFI, perteneciente a la entonces PGR, en el sexenio de Fox Quesada; el segundo se registró en diciembre de 2006 por la cantidad de cinco millones de dólares, cuando ya era secretario de Seguridad Pública del gobierno calderonista.






			El propósito de ambos pagos era comprar información e impunidad que posibilitaran las acciones de trasiego de drogas del Cártel de Sinaloa hacia Estados Unidos, así como obtener protección para sus jefes. No obstante, a juzgar por el historial, evidentemente esos no fueron los únicos pagos que le hizo el cártel a García Luna. Solo así se entiende el crecimiento exponencial de la organización sinaloense, el cual se reflejó tanto en el traslado de cocaína hacia Estados Unidos como en el control de las principales rutas del narcotráfico dentro del territorio mexicano durante los dos sexenios en que García Luna tuvo la encomienda oficial de frenar precisamente el narcotráfico.






			Fuentes del CNI y de la Fiscalía General de la República (FGR) indicaron que, entre 2001 y 2012 —periodo en el que García Luna mantuvo una estrecha relación de colaboración con los emisarios de Guzmán Loera y Zambada García—, el Cártel de Sinaloa pasó de mantener el control del trasiego de drogas en cinco estados del país (Sinaloa, Nayarit, Durango, Sonora y Baja California Sur) a dominar todas las operaciones de narcotráfico y delincuencia organizada en otros 15 (Colima, Michoacán, Jalisco, Baja California, Chihuahua, Puebla, Tlaxcala, Aguascalientes, Guerrero, Morelos, Oaxaca, Estado de México, Ciudad de México, Hidalgo y Querétaro), ya fuera como cártel único, en alianza con grupos criminales locales o con otros cárteles.






			Cierto es que la acusación contra García Luna y los otros funcionarios federales podría ser circunstancial, ya que habría sido inducida por los interrogatorios que la defensa de Guzmán Loera, conformada por los abogados William Purpura y Jeffrey Lichtman, realizaron a los testigos de cargo que presentó la fiscalía de Estados Unidos. Es posible que la intención de los interrogatorios no haya sido per se develar la corrupción que sacudió las estructuras del sistema político mexicano, ni poner en entredicho la solvencia del Estado mexicano en su tarea de combate a la delincuencia, sino solo tratar de encuadrar la defensa del jefe del Cártel de Sinaloa dentro de la teoría general de las circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, con el fin de lograr una reducción de sentencia.






			Es decir, en un afán de diluir la carga de la acusación repartiendo responsabilidades con otros actores, tal vez la defensa quiso demostrar que el Chapo no actuó solo cuando cometió los delitos que se le imputaron, siendo también producto de las circunstancias; asimismo, que su trayectoria delincuencial fue protegida y alentada por la corrupción de algunos funcionarios públicos del gobierno federal mexicano. Sin embargo, todo ello no causó ningún efecto atenuante, ni en los cargos ni en la sentencia que se le dictó a Joaquín Guzmán Loera, el Chapo.






			No obstante, la sospecha de corrupción de los mandos mencionados en el llamado juicio del siglo, aun cuando en el aparato gubernamental de México no ha pasado del escándalo mediático, sí tuvo efecto legal en Estados Unidos: una fuente del Departamento de Justicia de ese país que opera en México explicó que dicho Departamento movilizó a sus agencias —el Buró Federal de Investigaciones (FBI), la Oficina de Alcohol, Tabaco, Armas de Fuego y Explosivos (ATF, ambas por sus siglas en inglés) y la DEA— en cuanto emergieron los nombres de Peña Nieto, Calderón Hinojosa, García Luna, Regino García, Roberto Miranda, Antimo Miranda y León Adams, para dar seguimiento a lo afirmado durante los interrogatorios realizados por Purpura y Lichtman.






			Hasta el cierre de este trabajo solamente las indagatorias sobre García Luna han arrojado resultados positivos para el gobierno estadounidense. Se ha podido trazar una línea de investigación sobre los sobornos que el Cártel de Sinaloa ha entregado para el financiamiento de campañas políticas de Andrés Manuel López Obrador y por lo menos medio centenar de diputados, senadores y gobernadores, entre ellos destaca el caso de Rubén Rocha Moya, el gobernador de Sinaloa que llegó al cargo con el respaldo de Ismael Zambada García. Derivado de las investigaciones que el gobierno de Estados Unidos ha podido establecer a partir de las relaciones de corrupción referidas en el juicio de Genaro García Luna también ha resaltado la cercanía entre el Mayo Zambada y Alfonso Durazo Montaño, quien fuera secretario de Seguridad en la primera parte del sexenio de López Obrador.






			Sobre el tema de García Luna, si bien los testigos del Cártel de Sinaloa refirieron sobornos por ocho millones de dólares, se detectó que al menos tres cuentas bancarias del Licenciado sumaban fondos por más de 87 millones de dólares y que contaba con propiedades valuadas en poco más de cuatro millones de dólares, nada más en Estados Unidos. La desproporcionada acumulación de riqueza del exsecretario de Seguridad Pública durante el calderonismo, tasada en 91 millones de dólares —2 mil 14 millones 666 mil 290 pesos al tipo promedio de cambio del dólar frente al peso mexicano, en agosto de 2020—, resulta inverosímil. De acuerdo con las 13 declaraciones patrimoniales que García Luna presentó entre el 30 de mayo de 2002 y el 21 de enero de 2013,* que pueden consultarse en la página DeclaraNet de la Secretaría de la Función Pública (SFP) —de las cuales solo en ocho especificó percepciones por salarios como funcionario público—, obtuvo durante esos años un ingreso total y legal de apenas 18 millones 360 mil 578 pesos, equivalentes a 829 mil 324 dólares.






			Los salarios que declaró exclusivamente durante su trayectoria como coordinador de la Policía Federal Preventiva (PFP), subdirector del Cisen y coordinador general de la AFI —porque como secretario de Seguridad Pública nunca quiso hacer públicos sus ingresos ni sus bienes patrimoniales— representan tan solo 1.08% del total de la riqueza detectada por el gobierno estadounidense. Por eso fue sujeto a un proceso formal: aparentemente no hay forma razonable de entender cómo se hizo de más de 90 millones de dólares sin que estos provinieran de los sobornos de que habló el Rey, exmiembro del Cártel de Sinaloa. En ninguna de las 13 declaraciones de García Luna se establecen otros ingresos económicos por actividades industriales, comerciales, financieras o de servicios profesionales, lo cual acrecienta más la duda.






			Con esta evidencia en su contra, el gobierno de Estados Unidos fue más allá. No se limitó a investigar el enriquecimiento ilícito de García Luna; a final de cuentas, ese sería un delito extraterritorial del que podría librarse fácilmente al no haber infringido la legislación estadounidense, dado que los hechos de corrupción sucedieron en México. Así que el gobierno estadounidense se dio a la tarea de recabar evidencia para procesar al Licenciado por tráfico de drogas.






			De conformidad con la acusación formal CR19-576, emitida por la Corte Este de Nueva York el 4 de diciembre de 2019, firmada por el fiscal Richard P. Donoghue, a García Luna se le atribuyeron cuatro cargos considerados graves en la legislación estadounidense: el primero señaló que, desde enero de 2001 hasta 2019, el acusado conspiró para introducir a Estados Unidos una sustancia controlada que contenía cocaína; el segundo apuntó a su responsabilidad por conspirar junto con otros para distribuir cinco kilogramos de cocaína dentro del distrito de Nueva York; el tercero hizo alusión a su participación, junto con otros, para distribuir en el distrito de Nueva York una sustancia con contenido de cocaína, y el cuarto cargo fue sobre la falsedad de declaraciones, en las que presuntamente incurrió el exsecretario al decir a funcionarios aduanales —el 1 de junio de 2018— que no tenía en su haber delitos cometidos contra Estados Unidos, ni pensaba conspirar contra el gobierno de ese país, a sabiendas de que sí lo había hecho.






			Este procesamiento fue histórico, no solo porque Genaro García Luna es hasta hoy el primer exfuncionario mexicano con alta influencia en la seguridad nacional sentado en el banquillo de los acusados de Estados Unidos, sino porque ha sido el de mayor rango de la estructura del gobierno mexicano inculpado de complicidad con el narco. Antes habíamos visto sometidos a la justicia estadounidense a exgobernadores, como Jorge Juan Torres López, de Coahuila; Mario Villanueva Madrid, de Quintana Roo, así como Eugenio Javier Hernández Flores y Tomás Jesús Yarrington Ruvalcaba, de Tamaulipas, a quienes se les acusó de nexos con el narcotráfico, pero nunca a un exservidor público federal con nivel de secretario de Estado, y menos con alta influencia en el ámbito de la seguridad nacional.






			Es cierto que el caso del general Salvador Cienfuegos Zepeda podría superar el proceso y señalamiento penal de Genaro García Luna, por haber logrado una mayor red de colaboración con el narco, pero también es cierto que el general Cienfuegos oficialmente, ante los ojos de la justicia, aunque no sea compatible con la realidad, terminó siendo absuelto por la Fiscalía General de la República de Alejandro Gertz Manero y por decisión del presidente Andrés Manuel López Obrador, por lo que en términos estrictamente legales Cienfuegos no es responsable de hechos delictivos, pese a que en Estados Unidos existe una carpeta abierta por delitos de narcotráfico cometidos por el que fuera el secretario de la Defensa Nacional, y en la memoria periodística no queda duda de la relación de este general con grupos del narcotráfico, que al igual que en el caso de García Luna fueron protegidos por el Estado mexicano.






			Para entender cómo sucedió esto, que García Luna pusiera al servicio del narco la fuerza del Estado mexicano, es necesario dar contexto a los hechos y examinar una muestra de la clase gobernante. Conocer la vida pública y privada del hombre que aprovechó el endeble sistema político para enriquecerse y sumir al país en un caos de violencia y sangre, derivado de la libre operación de muchos de los principales cárteles de las drogas, a los que oficialmente tenía la encomienda de combatir, pero que todo indica que decidió proteger en una suerte de fatal alianza.












				

					* Esta investigación periodística se basa en un amplio trabajo documental. Los asteriscos indican que existe un documento que puede consultarse en el Anexo documental. El autor ofrece la posibilidad de consulta digital de más de 50 reportes, informes y denuncias que se presentan por primera vez en el siguiente enlace: www.ellicenciado.mx.
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			 El factor García Luna






			La estrategia de las organizaciones criminales se centró en controlar al hampa común, lo cual fue sustantivo para su fortalecimiento operativo.






			GENARO GARCÍA LUNA, 
en su libro Seguridad con bienestar






			En los próximos años seguiremos hablando del exfuncionario Genaro García Luna, cuya figura se encamina a ocupar un lugar preponderante en la historia criminal del país. Se ha ganado a pulso un espacio en la memoria colectiva por la perversidad con que puso al servicio de la actividad delincuencial toda la estructura de seguridad pública del Estado. No hablamos del mayor narcotraficante de los últimos años, sino del funcionario de más alto rango que desde la administración pública federal potencializó el narcotráfico en el territorio nacional, lo que no tiene precedentes en México.






			Como lo refiere un exfuncionario —quien pidió ser identificado como el Lince y que coincidió con García Luna en diversos cargos del Cisen y la PFP entre el 16 de marzo de 1994 y el 31 de julio de 2006—, “el narcotráfico por sí solo no explicaría nunca la riqueza que se le señala a García Luna. Hay que voltear a ver las relaciones de las que se hizo como funcionario para entender que esa riqueza podría ser solo en razón de ese tráfico de influencia, ese aprovechamiento del cargo que no es solamente atribuible a Genaro García”, sino a otros que, como él, se han beneficiado del servicio público para fines poco transparentes.






			La evidencia indica que el nivel de corrupción del Licenciado no tiene parangón y que, a causa de su desmedida ambición económica, las principales figuras del narcotráfico se hicieron de un poder casi absoluto. Sin su ayuda, los cárteles de Joaquín Guzmán Loera, Ismael Zambada García, Rafael Caro Quintero, Enedina Arellano Félix, Alfredo Beltrán Leyva, Vicente Carrillo Fuentes, Jesús Méndez Vargas, Nemesio Oseguera Cervantes, Servando Gómez Martínez y Nazario Moreno González jamás habrían alcanzado el nivel de expansión territorial y de estructura que registraron de 2006 a 2012, justo cuando la política oficial era el combate frontal a esos grupos del narcotráfico. Cuando nació y se solidificó la llamada guerra contra el narco, la supuesta estrategia de Felipe Calderón y García Luna para el combate a las drogas, misma estrategia que continúa con el gobierno actual.






			Más allá del inédito nivel de impunidad que les otorgó a dichos grupos delictivos, producto de los nexos con sus principales cabezas, García Luna también será recordado porque contribuyó a detonar la violencia que conlleva el trasiego de drogas. Sumió al país en una desestabilización social, cuya cauda aún se resiente a más 12 años de haber dejado el cargo.






			Siendo el principal protagonista de la llamada guerra contra el narco —la iniciativa del entonces presidente Felipe Calderón Hinojosa, que intentaba legitimarse como presidente de la República tras el cuestionamiento social del fraude electoral denunciado por el entonces candidato presidencial de la izquierda Andrés Manuel López Obrador—, el efecto García Luna ha sido transexenal. Mucha de la violencia que hoy golpea al país es producto de sus decisiones oficiales. La institucionalización de la guerra contra el narco, luego respaldada técnica y jurídicamente por Enrique Peña Nieto y Andrés Manuel López Obrador, sigue doliendo a los mexicanos. El mal diseño de la violenta estrategia de seguridad habla de una responsabilidad moral por los homicidios dolosos de 476 mil 248 mexicanos, de los cuales al menos 120 mil 463 se cometieron mientras el Licenciado estuvo al frente de la SSP federal.






			LA FALSA IMAGEN PÚBLICA






			A ello hay que agregar que García Luna utilizó el de por sí corrupto sistema judicial de manera omnipotente para encarcelar a sus enemigos y a miles de inocentes con el único afán de montar un escenario mediático en el que los resultados de la guerra contra el narco parecieran alentadores ante la opinión pública. Durante su gestión, como principal artífice de la fallida estrategia oficial para pacificar un país relativamente en paz, por lo menos —según refiere la Secretaría de Gobernación (Segob) a través del Cuaderno Mensual de Información Estadística Penitenciaria Nacional, con datos de diciembre de 2006 a noviembre de 2012— 25 mil 949 personas fueron recluidas en cárceles federales, todas ellas acusadas de mantener relaciones con células del narcotráfico. La mayoría de esos acusados resultaron sin culpa.






			Entre 2006 y 2012 García Luna convirtió el sistema carcelario nacional en algo más allá de lo sui géneris: las cárceles mexicanas fueron verdaderos centros de confinamiento de inocentes. Eso nadie me lo cuenta. Yo mismo lo pude ver. Entre mayo de 2008 y mayo de 2011 estuve recluido —durante un solo proceso penal— en dos cárceles: la estatal de Puentecillas, en la ciudad de Guanajuato, y la federal de Puente Grande, en El Salto, Jalisco. En las dos conocí lo mismo a ingenieros, abogados y maestros que a carpinteros, albañiles y meseros, que igual fueron llevados a prisión sin ningún elemento de prueba, como era mi caso, y que terminaron acusados de ser los grandes capos de las drogas, como fue mi caso, solo para engordar las estadísticas que hablaran de una lucha sin cuartel contra el crimen organizado, pero que en realidad no eran más que una puesta en escena, como fue en mi caso.






			En Puente Grande, donde padecí tres años y cinco días de encarcelamiento, conocí a decenas de presos a quienes los arrebataron de su día a día y los exhibieron mediáticamente como lo peor de la sociedad. Y así, como si fueran lo peor de la sociedad, en lo que era un Estado sin derecho, también los sometieron a inclementes torturas: privación del sueño, incomunicación, falta de alimentos, aislamiento… Era la moneda de cambio con que teníamos que pagar dentro de la prisión. La cotidianidad de la cárcel era por demás cruel, porque a la injusta privación de la libertad se sumaba la tortura física, el hostigamiento a mitad de la noche por parte de los custodios, las golpizas y la condena anticipada por crímenes no cometidos. Todo eso hacía más pesado el encierro.






			De acuerdo con el Cuaderno Mensual de Información Estadística Penitenciaria Nacional, apenas 7% de esos encarcelados en el periodo de García Luna como titular de la SSP —entre 2006 y 2012—, es decir, mil 816 detenidos, recibieron sentencia condenatoria; el resto, un total de 24 mil 133 personas, resultaron inocentes, a veces por carecer de relación alguna con el narcotráfico y la delincuencia organizada, y otras porque el personal bajo el mando del Licenciado violentó sus derechos constitucionales o imputó cargos a partir de evidencias falseadas, que no pudieron sostenerse ante los jueces federales.






			Para hacerse una idea de la magnitud del daño que la SSP infligió a la sociedad mexicana con el uso injustificable de la prisión preventiva oficiosa, basta señalar que la población de presos que había en todo el país al inicio de la administración de Calderón Hinojosa en 2006 era de 210 mil 140 personas, mientras que al término, en 2012, ascendió a 236 mil 89. El año 2009 fue el de más encarcelamientos: se procesó a 51 mil 369 personas, de las cuales por lo menos a 17 mil 562 se les acusó de narcotráfico y/o delincuencia organizada.






			Esta estrategia del uso desmedido de la prisión le valió a García Luna no solo apropiarse de los espacios informativos de mayor audiencia en los medios de comunicación nacional, sino también obtener el reconocimiento internacional a su aparente labor de combate a la delincuencia organizada. En mayo de 2011 el gobierno de Colombia, encabezado por Juan Manuel Santos —uno de los principales jefes de Estado aliados de Calderón Hinojosa—, le otorgó la Medalla al Mérito Categoría Excepcional, que recibió sin autorización del Congreso federal, pero que lo posicionó como uno de los más destacados combatientes de los cárteles de las drogas.






			Así era García Luna. Las investigaciones muestran que llevaba una doble vida. A diferencia de lo que sucedía en su vida privada, en el ámbito público era intachable: el superpolicía implacable contra la delincuencia. Su talón de Aquiles fue siempre el reconocimiento público. No le bastó el que compraba en la prensa nacional. Para ensalzar su figura de funcionario público honesto persiguió el reconocimiento internacional. Por todos los medios buscó y consiguió premios y distinciones a lo impoluto de su persona. Desde 2001, cuando era coordinador general de la AFI, se dio a la tarea de aprovechar sus relaciones internacionales para que los gobiernos extranjeros lo avalaran como el funcionario público honesto que en algún momento dejó de ser.






			España, por ejemplo, lo designó en octubre de 2001 recipiendario de la Orden del Mérito Policial con Distintivo Rojo, la cual se otorga a funcionarios del ámbito policial de otros países que se distinguen por su labor en el combate al terrorismo internacional. El gobierno español lo condecoró por la captura de tres terroristas: Enrique Gorriarán Merlo, Manuel Quintáns López y Ricardo Miguel Cavallo, que realizó mientras fungía como subdirector A de Seguridad Institucional del Cisen y, luego, coordinador general de Inteligencia para la Prevención en la PFP. Aprovechó estas capturas, sin duda apegadas a derecho como parte de su encomienda, para catapultarse en el ámbito global.






			A Gorriarán Merlo —quien encabezó en Argentina el Ejército Revolucionario del Pueblo (ERP), de filiación trotskista, y participó directamente en el asesinato del exdictador nicaragüense Anastasio Somoza, en septiembre de 1980— se le detuvo en octubre de 1995 en la Ciudad de México, luego de que se hizo pasar por un maestro jubilado durante más de siete años. García Luna siempre lo tuvo ubicado, pues era uno de los objetivos del Cisen con seguimiento permanente. Pero, por decisión propia, esperó el momento propicio para mediatizar la captura y posicionarse ante los ojos del mundo.






			Igual sucedió con Manuel Quintáns López y Ricardo Miguel Cavallo; el primero, un español acusado de militar en el Exército Guerrilheiro do Povo Galego Ceive (EGPGC, Ejército Guerrillero del Pueblo Gallego Libre), fue aprehendido en 1998 en la ciudad de Morelia, donde se desempeñaba como reportero del periódico La Voz de Michoacán. El segundo, un capitán retirado del ejército de Argentina, era responsable de decenas de desapariciones forzadas de personas. Fue arrestado en 2000 en Cancún, Quintana Roo, tras infiltrarse en el gobierno mexicano, donde fue director del Registro Nacional de Vehículos (Renave) en la administración de Ernesto Zedillo Ponce de León. Ambas detenciones le valieron a García Luna el aplauso internacional.






			Ya como hombre de confianza del presidente Fox Quesada, y a la cabeza de la AFI en abril de 2004, García Luna anunció que en el primer trimestre de aquel año habían sido capturados 2 mil 143 presuntos narcotraficantes. Por tal motivo, como reconocimiento a su desempeño en la procuración de justicia, la Asociación Internacional de Analistas de Inteligencia de Aplicación de la Ley (IALEIA, por sus siglas en inglés) de Estados Unidos le concedió el Premio al Servicio Profesional. En ese momento no se sabía, desde luego, que muchos de los detenidos que el Licenciado presumía como logros de su gestión eran en realidad “chivos expiatorios” que servían a su cometido de sobredimensionar el combate al narcotráfico.






			En septiembre de aquel mismo año García Luna recibió uno de los mayores espaldarazos a que puede aspirar cualquier responsable de seguridad pública en el mundo: el FBI de Estados Unidos lo reconoció por su eficiencia operativa como policía, tras conseguir la detención de 32 fugitivos de la justicia estadounidense que se ocultaban en México. Lo que no se dijo fue que muchas de esas detenciones ni siquiera las realizaron agentes de la AFI, sino células del Cártel de Sinaloa que ya operaban como brazo auxiliar de la PGR.






			El ejemplo más palpable de esa relación fue la desarticulación de los Arreola, grupo delincuencial dedicado al cultivo de amapola y trasiego de heroína desde la zona serrana de Jalisco y Nayarit con destino a los mercados de Hawái, Pensilvania y California. La presencia de los Arreola en el mercado estadounidense de las drogas afectaba tanto a la AFI como al Cártel de Sinaloa. Para García Luna significaba el desbordamiento del crimen organizado en México y una mala imagen ante el gobierno de Estados Unidos, mientras que para el Cártel de Sinaloa representaba una competencia en los mercados que estaba abriendo en ese país.






			Por eso el superpolicía García Luna —como lo llamaron los medios luego de que el presidente Felipe Calderón, en diversos discursos, se refiriera a él como el modelo eficiente de policía— encomendó la desarticulación de la organización de los Arreola al Chapo, quien pagaba al titular de la AFI la suma de dos millones de dólares anuales para poder operar libremente, sin ser buscado, después de que se fugó de la cárcel federal de Puente Grande, en Jalisco, el 19 de enero de 2001. Según una fuente del interior del Cártel de Sinaloa, García Luna tenía contacto directo por teléfono con Guzmán Loera. Fue así como le solicitó el apoyo del Cártel de Sinaloa para desarticular a los Arreola, lo cual implicaba capturar a sus principales jefes.






			El Chapo, a su vez, encomendó la tarea a Isidro Meza Flores, alias el Chapito Isidro, quien posteriormente debía entregarlos a la AFI. Para ello contaron con la ayuda del grupo criminal de los Dámaso, cuyo dominio se extiende por Nayarit y el cual es encabezado por Dámaso López Núñez, alias el Lic, compadre de Guzmán Loera. Cumplieron la misión en enero de 2003 y entregaron a la AFI a Magdaleno García Arreola, alias el Leno, y a Esteban Arreola o Efrén Mendoza, conocido como el Gato. En octubre de ese mismo año la AFI anunció en un comunicado oficial que la PGR había extraditado a Estados Unidos a los Arreola. Oficialmente la banda delictiva quedó desarticulada.






			Con la captura de las cabezas se beneficiaron todos: Guzmán Loera afianzó el pacto de colaboración con García Luna; Meza Flores fue ascendido de simple jefe de los Mazatlecos —brazo paramilitar al servicio del Cártel de Sinaloa y de los hermanos Beltrán Leyva— a operador financiero a través de las empresas Autotransportes Terrestres, S. A. de C. V.; la gasolinera Auto Servicio Jatziry, S. A. de C. V., y la Constructora Jatziry de Guasave, S. A. de C. V., en la zona de Guasave, Sinaloa. El Lic obtuvo del Chapo el permiso para operar libremente el narcomenudeo en la zona de La Paz, Baja California Sur, como siempre lo había deseado. Por su parte, García Luna se hizo del respaldo del FBI para posicionarse como el superpolicía mexicano vencedor ante los cárteles.






			Ya bajo el padrinazgo del entonces procurador general de la República, Rafael Macedo de la Concha, y de su amigo José Luis Santiago Vasconcelos, titular de la Subprocuraduría de Investigación Especializada en Delincuencia Organizada (SIEDO), García Luna redobló esfuerzos en 2005 con el fin de seguir cosechando distinciones internacionales. Para ese año ya había incrementado el número de detenciones de personas acusadas de narcotráfico con respecto a 2004; de los 51 mil 471 procesos penales federales, al menos 19 mil 838 estaban vinculados con los delitos de fomento al narcotráfico y delincuencia organizada.






			Las feroces detenciones de la AFI, algunas efectuadas en poblados enteros bajo la acusación de narcotráfico, le merecieron a García Luna, en mayo de ese año, la Medalla Insignia Policía Nacional de Ecuador, la cual reconoció su aporte a la desarticulación de los cárteles que operaban el trasiego de drogas en México, con impacto en América Latina. En el mismo año, pero en junio, el Licenciado también fue reconocido por la DEA de Estados Unidos. La jefa de la oficina, Karen P. Tandy, elogió públicamente “el valor y la decisión” del titular de la AFI “para sacar a los capos de las drogas de las calles”. García Luna escuchó el halago con beneplácito, igual que en septiembre de ese año, cuando en Berlín, Alemania, durante la 74 Asamblea General de la Organización Internacional de Policía Criminal (Interpol) recibió el Distintivo de Plata de la Secretaría General.






			CALDERÓN, EL PRIMER CONTACTO






			Antonio Mejía Robles, un comandante de la AFI cercano a García Luna, comentó que precisamente después del acto en Berlín fue cuando quizá se fermentó el sueño del Licenciado de convertirse en el director general de la Interpol. Ese era su objetivo inmediato, pero lo pospuso ante la invitación que le haría Felipe Calderón Hinojosa de asumir la titularidad de la SSP. Fueron Vicente Fox Quesada, siendo aún presidente, y el otrora titular de la SSP, Eduardo Medina Mora, quienes recomendaron a García Luna para el cargo. Trabajó de cerca con Medina Mora durante los casi tres años en que este estuvo al frente de la PGR, cuya agenda de combate al narcotráfico prácticamente la dirigió el Licenciado.






			Cabe señalar que, antes de ser secretario de Seguridad Pública, García Luna y Calderón Hinojosa ya se conocían: desde mediados de 1990, cuando Calderón fue asambleísta plurinominal del Distrito Federal y García Luna iniciaba su carrera como agente de investigación del Cisen. La relación surgió, recuerda Ricardo López, un agente compañero de García Luna en el Cisen, luego de que a este se le encomendó hacer un perfil de la bancada panista en la Asamblea de Representantes de la Ciudad de México, para conocer los posibles actores políticos con los que el PAN contendería en las elecciones de 1991.






			“Genaro era muy práctico. Era espía, pero le gustaba interrelacionarse con sus fuentes. Sabía hacer su trabajo con discreción, pero a veces le gustaba el trato directo con sus fuentes”, contó López. Por eso, en lugar de investigar desde lo subterráneo a los 18 legisladores capitalinos del PAN, optó por obtener directamente de ellos su propia percepción política. De ahí viene el nexo entre García Luna y Calderón Hinojosa, que se fortaleció no al grado de amistad, pero al menos sí en términos de empatía, sobre todo cuando este último fue candidato a la gubernatura de Michoacán en 1995.






			En esa elección, Calderón Hinojosa, ajeno a la idiosincrasia y la problemática del pueblo michoacano, recurrió a García Luna para que, desde la óptica imparcial y fría de un analista de inteligencia, ya especializado en seguridad pública y antiterrorismo, le hiciera un diagnóstico social de la entidad que aspiraba a gobernar, cuyos desafíos instó a García Luna a conocer, porque él sería su secretario estatal de Seguridad. Fue así como el ya coordinador general del Cisen llegó a Michoacán.






			Durante sus visitas a Michoacán para apoyar a Calderón Hinojosa, principalmente en lo tocante a su seguridad personal, se interrelacionó con el círculo cercano del aspirante a gobernador. Allí conoció a Carlos Mejía Villaseñor, un hombre muy allegado a la familia Calderón Hinojosa, quien era el encargado del contacto con los grupos del crimen organizado. Mejía Villaseñor era el responsable de negociar el permiso de libre tránsito para la caravana política del entonces candidato por las regiones que controlaba el naciente Cártel de La Familia Michoacana, en especial en Tierra Caliente, la Costa y el Bajío.






			Mejía Villaseñor demostró en noviembre de 2006 hasta qué grado guardaba relación con La Familia Michoacana y servía a la familia Calderón Hinojosa. Luego de que Felipe Calderón perdiera la elección para gobernador, y tras conseguir una victoria marginal como candidato del PAN
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